Caso Práctico Nº 3
(Reclamo de intereses moratorios en obras financiadas)

Planteo:
Una repartición provincial y un ente autárquico nacional, celebran un convenio por el cual el segundo se compromete a financiar una obra pública en una ruta de jurisdicción nacional, en el territorio de la provincia.
En el convenio, se acuerda que el proyecto, la licitación y la contratación quedan a cargo de la repartición provincial, pero todo sujeto al control y aprobación del ente federal.
Sobre esas bases, la entidad local convoca a licitación pública, adjudica la obra al mejor oferente y celebra el contrato que firman exclusivamente ella y la contratista.
Durante la ejecución del contrato, la inspección provincial lleva a cabo la medición de la obra y emite los certificados, los cuales se  remiten a la repartición nacional para su verificación y transferencia de fondos respectivos a la repartición provincial, quién paga a la contratista.
Los pliegos prevén que los certificados serán pagados dentro de los 30 días corridos de su emisión.
Sin embargo, con todo el mecanismo de remisión y pago de los certificados, los plazos de cancelación tuvieron una sistemática prolongación, generando el consecuente derecho al cobro de intereses moratorios por parte del contratista.
Los pliegos y el contrato firmado por la repartición local y el contratista prevén la aplicación de la legislación provincial y la jurisdicción de los jueces del lugar.
Preguntas:
1) Si tuvieran que reclamar y posteriormente demandar por los intereses moratorios devengados ¿qué curso de acción adoptarían?
2) ¿Qué elementos tomarían en cuenta para adoptar dicha decisión?
3) [bookmark: _GoBack]Si la obra fuera en una ruta de jurisdicción provincial ¿cambiaría su estrategia?
